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RECURSO DE APELACIÓN EN EL PROCESO CIVIL ORDINARIO VENEZOLANO  
PARA ALCANZAR EL BIENESTAR COLECTIVO 




En nuestro sistema de administración de justicia, nos encontramos con una ramificación del derecho, que per-
mite administrar justicia en forma más directa y equitativa. El objetivo de este artículo es identificar en el área 
civil, específicamente en el proceso civil ordinario venezolano, como con el trámite estatuido para el ejercicio 
del recurso de apelación, se están vulnerando derechos de rango constitucional, que deberían prevalecer ante 
cualquier norma de rango legal, como lo son el derecho a la defensa y al debido proceso, contrariándose en 
forma específica el principio dispositivo que impera en materia civil, situación que debe ser subvertida y resta-
blecido el orden jurídico, que debe prevalecer. Como objetivos específicos se plantean: estudiar la base doctri-
naria y jurisprudencial existente en Venezuela relacionada con el recurso de apelación; describir el efecto jurí-
dico que tienen los escritos de informes en segunda instancia, ante la apelación ejercida en primera instancia; 
y explicar los derechos constitucionales que se violentan cuando se declara desistido el recurso de apelación al 
no presentar los informes correspondientes en segunda instancia. La metodología aplicada en la presente in-
vestigación está enmarcada en la modalidad jurídica dogmática de tipo descriptivo. Concluimos con señalar la 
necesidad de una reforma que lleve de la mano al proceso civil venezolano con el texto constitucional, ya que 
nuestra carta magna de vanguardia jurídica, debe ser aplicada en forma coetánea con una legislación que per-
mita cristalizar sus principios y garantías. 
 




APPEAL IN ORDINARY VENEZUELAN CIVIL PROCEDURE  
TO ACHIEVE THE COLLECTIVE WELFARE 
 
Abstract 
In our system of administration of Justice, we have a branch of law that allowsyou to administer justice more 
direct and equitable. The aim of this paper is to identify in the civil area, specifically in the ordinary civil pro-
ceeding Venezuelan, as with the process statue for the exercise of the remedy of appeal constitutional rights 
are violated and that should prevail before any legal standard, such as the right to defense and due process, 
against a specific principle device which prevails in civil matters, situation which should be subverted and re-
stored the legal order, which should prevail. As specific objectives a rise: study the doctrinal and jurispruden-
tial base existing in Venezuela related to appeal; describe the legal effect that the writing of reports in the sec-
ond instance, before the appeal in first instance and explain the constitutional rights that they violate when he 
is declared withdrawn appeal to not submit reports  in the second instance. The methodology applied in this 
research is framed in dogmatic legal of descriptive mode. Inevitably, we finally conclude with noted, the need 
for reform that hand the Venezuelan civil process with the constitutional text, since our magna cart of Van-
guard legal, should be applied in coetaneous form with legislation allowing to crystallize their principles and 
guarantees. 
Key words: Recourse, appeal, unconstitutionality, rights, rule of law. 
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El proceso ha sido adecuadamente definido por 
los juristas como el conjunto de comportamientos 
que realizan las partes interesadas, ante el órgano ju-
risdiccional y en contradictorio para dar vida, tanto a 
los actos del juicio, como a la providencia final que 
le pone fin al mismo. En este sentido, se tiene que el 
proceso constituye un instrumento fundamental para 
la realización de la justicia. En cuanto al proceso or-
dinario señalado en el Código de Procedimiento Civil 
(CPC), es aquel que por sus trámites más largos y 
solemnes, ofrece a las partes mayores oportunidades 
y mejores garantías para la defensa de sus derechos.  
Por ello, todo asunto contencioso que no esté 
sometido a un trámite especial se substanciará y re-
solverá por el proceso ordinario. A este procedimien-
to también se le conoce como Proceso de Conoci-
miento y es aquel en que se sigue un hecho conten-
cioso para establecer la verdad y otorgar el derecho a 
quien corresponda. Sus trámites son más largos, ofre-
ce a las partes mayores oportunidades y mejores ga-
rantías; todo ello para la mejor y más eficaz defensa 
de sus derechos e intereses ante el sistema de admi-
nistración de justicia. 
Es de señalar, que en el transcurso del procedi-
miento ordinario se pueden presentar incidencias, y 
las partes pueden usar los diferentes recursos para su 
garantía y protección, entre ellos, se encuentra el re-
curso de apelación, el cual es invocado por las partes 
con la finalidad de corregir una situación legal infrin-
gida donde no se aplicó el procedimiento debido o 
existió error en la articulación utilizada en la motiva-
ción y disposición de la sentencia, así como también 
debido a que no se haya valorado alguna prueba tras-
cendental sobre la cual se pudo haber tomado otra 
perspectiva del fondo de la demanda. 
En este sentido, es importante referir que toda 
persona involucrada en una litis judicial tiene dere-
cho a recurrir del fallo, a través del recurso de apela-
ción, inherente al debido proceso consagrado en la 
Constitución de la República en el Artículo 49, que 
expresamente así lo establece en su ordinal 1°, en 
donde se dispone que toda persona tiene derecho a 
recurrir del fallo, con las excepciones establecidas en 
la Constitución de la República Bolivariana de Vene-
zuela (CRBV) y en la ley, ello con la finalidad de que 
las decisiones que se tomen en el proceso judicial, no 
queden a criterio de un sólo Juez.  
Ahora bien, es conveniente puntualizar que el 
Recurso de Apelación, es un medio de impugnación 
procesal ordinario, que se corresponde a la más viva 
expresión del principio de la doble instancia consa-
grado en el Artículo 49 ordinal 1º de la CRBV 
(1999), nuestra carta magna, reiterado en el conteni-
do del Artículo 8, ordinal 2, literal h, de la Conven-
ción Interamericana de Derecho Humanos, Pacto de 
San José de Costa Rica. Este medio de impugnación 
resulta la máxima expresión del derecho a la defensa, 
por lo que su trámite no debería vulnerar garantías y 
principios de rango constitucional, lo que lamenta-
blemente está ocurriendo ante el trámite y sustancia-
ción del recurso de apelación en el proceso civil ordi-
nario.  
En este orden de ideas, nos encontramos que sin 
requerirse fundamentación alguna es revisada una 
decisión, vulnerando el derecho a la defensa de la 
parte no apelante, que desconoce ante cual situación 
debe alegar para preservar el fallo que le favorece. 
En el Capítulo II, del Título III, del Libro Segundo 
del CPC vigente, específicamente en los Artículos 
516 al 522,correspondientes al proceso civil ordina-
rio en  segunda instancia, nos encontramos las reglas 
particulares en el recurso de apelación en este tipo de 
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procesos, normas en las cuales se puede constatar 
que basta con el ejercicio de la apelación, para que 
tenga que hacerse un examen de la decisión, sin que 
se requiera fundamentación alguna o al menos indi-
cación de los supuestos vicios en que incurre el fallo 
objeto de análisis, obviando con ello los derechos de 
la contraparte, favorecida por la decisión objeto de 
impugnación  
Cabe destacar, que haciendo un análisis compa-
rativo del recurso de apelación en el proceso civil 
ordinario venezolano y de este mismo recurso en 
otras ramas del derecho, como por ejemplo: la mate-
ria agraria, laboral, de protección del niño, niña y 
adolescente, entre otras, que poseen reglas particula-
res, se encuentra con que en estos procesos indica el 
legislador expresamente que la no fundamentación o 
presentación de alegatos en forma oportuna conlleva-
ría consigo el desistimiento del recurso y consecuen-
temente quedaría firme el fallo objeto de apelación, 
ello ciertamente en aras de salvaguardar los derechos 
y garantías del no apelante, quien no podría hacer el 
adecuado ejercicio de sus derechos a la defensa y al 
debido proceso, en tanto, no conoce los límites de la 
pretensión de quien persigue impugnar un dictamen. 
Es conveniente puntualizar, que el proceso civil 
ordinario  se inicia con el ejercicio del recurso de 
apelación ante el tribunal que dicta la decisión, pu-
diendo ser una decisión interlocutoria o definitiva, en 
el primer caso se oye en un solo efecto, remitiéndose 
solo copias certificadas de las actuaciones que a bien 
señale la parte y el Tribunal, y en el segundo caso se 
oye en ambos efectos, para lo cual es remitido el ex-
pediente en su totalidad. Posteriormente el Tribunal 
ante el cual se presente el recurso debe admitirlo, en 
el caso de que así fuere deberá ordenar la remisión al 
Tribunal de alzada, de lo que corresponda según el 
tipo de decisión ante la cual se ejerció el medio de 
impugnación.  
En ese mismo orden de ideas, una vez remitidas 
las actuaciones, deben ser recibidas ante el Tribunal 
Superior, en donde mediante auto se fijara la oportu-
nidad para que las partes presenten sus informes, se-
gún el tipo de fallo para el vigésimo día de despacho 
en el caso de las definitivas y para el décimo día de 
despacho en el caso de las interlocutorias, advirtién-
dose a las partes que en los cinco primeros días po-
drán solicitar la constitución del tribunal con jueces 
asociados, una vez presentados los informes, bien 
ante el juez natural o ante el Tribunal colegiado, en el 
caso de constitución del Tribunal con jueces asocia-
dos, se fija el lapso de observaciones a los informes 
de la parte contraria de ocho días de despacho, una 
vez prelucido el lapso anterior inicia el cómputo del 
lapso para dictar sentencia en el Juzgado de alzada. 
Explanado el procedimiento, se puede observar 
que el CPC, en materia ordinaria no establece que se 
entienda desistido el recurso por la no presentación 
de los informes correspondientes en esta instancia, 
que en definitiva deberían contener la correspondien-
te fundamentación, el trámite continua, más aun se 
puede presentar el supuesto de que la parte no ape-
lante sea la única en presentar escrito de informes, 
siendo inerte el apelante y de igual forma se debe 
efectuar un pronunciamiento en alzada. Ciertamente, 
nuestra carta magna data de 1.999, y el Código, bajo 
análisis, de 1.986, por ello quizás la no concordancia 
en algunos supuestos, entre los que se encuentra el 
objeto de estudio, pero también es cierto que el mis-
mo Código, como norma adjetiva plantea la posibili-
dad de colisión de una norma de rango legal, con otra 
de rango constitucional, en cuyo caso corresponde al 
jurisdicente hacer prevalecer el texto constitucional.      
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El Recurso de Apelación, es el medio de impug-
nación que resulta la máxima expresión del derecho a 
la defensa, por lo que su trámite no debería vulnerar 
garantías y principios de rango constitucional, lo que 
lamentablemente está ocurriendo ante el trámite y 
sustanciación del recurso de apelación en el proceso 
civil ordinario. En este orden de ideas, se encuentra 
que sin requerirse fundamentación alguna es revisada 
una decisión, vulnerando el derecho a la defensa de 
la parte no apelante, que desconoce ante cual situa-
ción debe alegar para preservar el fallo que le favore-
ce.  
En consecuencia, se puede ciertamente inferir 
que existe una dicotomía entre la carta magna y las 
normas correspondientes al procedimiento ordinario 
del recurso de apelación en materia civil, pero corres-
ponde al juez solucionar tal situación haciendo pre-
valecer el texto constitucional, en aras de respetar la 
integridad del sistema jurídico y a su vez de garanti-
zar una sana administración de justicia. En la actuali-
dad se han dictado dos decisiones en este orden de 
ideas, la primera sentencia del Juzgado Superior en 
lo Civil, Mercantil, del Tránsito, de Protección del 
Niño, Niña y Adolescente y Bancario de la Circuns-
cripción Judicial del Estado Sucre, de fecha 06 de 
Junio del año 2.011, expediente N° 2011-4837 y la 
segunda dictada por un Tribunal de igual categoría de 
la Circunscripción Judicial del Estado Apure, de fe-
cha 07 de Marzo de 2.014, expediente N°  2013-3515 
(Tribunal Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsi-
to, de Protección del Niño, Niña y Adolescente y 
Bancario de la Circunscripción Judicial del Estado 
Sucre, 2011-4837, 2011 y Tribunal Superior en lo 
Civil, Mercantil, del Tránsito, de Protección del Ni-
ño, Niña y Adolescente y Bancario de la Circunscrip-
ción Judicial del Estado Apure, 2013-3515,2014). 
Cabe destacar, que ambos jueces coinciden en 
determinar que en aras de respetar en forma plena el 
principio dispositivo imperante en este procedimien-
to, así contemplado expresamente en el Artículo 12 
del Código de Procedimiento Civil, confirman los 
fallos recurridos, en tanto, no fueron delatadas de-
nuncias que permitan su análisis y verificación, lo 
cual se corresponde a una máxima expresión y respe-
to de los derechos a la defensa, al debido proceso y al 
principio dispositivo, como pilar del debido proceso, 
porque en caso contrario se presentaría como proble-
mática la violación de los derechos señalados. De 
allí, valdría preguntarse: 
¿Cuál es la base doctrinaria y jurisprudencial 
existente en Venezuela relacionada con el  recurso de 
apelación?¿Cuál es el efecto jurídico que tienen los 
escritos de informes en segunda instancia ante la ape-
lación ejercida en primera instancia?¿Cuáles dere-
chos constitucionales se violentan cuando se declara 
desistido el recurso de apelación al no presentar los 
informes correspondientes en segunda instancia? 
La investigación tuvo como objetivo general 
analizar la inconstitucionalidad del efecto jurídico 
ante la no fundamentación del recurso de apelación 
en el proceso civil ordinario venezolano, para generar 
un cambio de paradigma que repercutirá en el bienes-
tar colectivo. Para ello se plantearon los objetivos 
específicos: (a) Estudiar la base doctrinaria y juris-
prudencial existente en Venezuela relacionada con el  
recurso de apelación, (b) describir el efecto jurídico 
que tienen los escritos de informes en segunda ins-
tancia ante la apelación ejercida en primera instancia 
y (c) explicar los derechos constitucionales que se 
violentan cuando se declara desistido el recurso de 
apelación al no presentar los informes correspondien-
tes en segunda instancia. 
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El derecho a la apelación, constituye dentro del 
proceso civil, materia de trascendental importancia, 
por cuanto conforma la dimensión atinente al control 
del ejercicio del poder jurisdiccional. Igualmente, los 
recursos en el proceso involucran, la posibilidad de 
realización del derecho constitucional a la tutela ju-
risdiccional efectiva, previsto expresamente en el ar-
tículo 26 de la Constitución Nacional, del cual forma 
parte el derecho de apelación, en concatenación con 
los artículos 49, ordinal 1° y el artículo 257, todos 
ellos de la Carta Magna.  
Es importante destacar la relevancia e importan-
cia de la investigación, en virtud de que en ella se 
puntualizaron aspectos de sumo interés destinados a 
la población en general, y muy especial a los aboga-
dos, estudiantes de derechos, defensores públicos y 
operadores de justicia; ya que al pretenderse analizar 
el recurso de apelación, se quiere llegar al trasfondo 
del problema para despejar las dudas a las preguntas 
formuladas. En cuanto al aporte que pretende la in-
vestigadora, se puede afirmar que es jurídico docu-
mental, ya que plantea su aplicación en  función de la 
protección a los derechos constitucionales de todos 
los ciudadanos que debe brindar el Estado, expresado 
en la garantía del  cumplimiento de las normas lega-
les aplicables, a través de los órganos jurisdicciona-
les.  
Indefectiblemente, ante la no fundamentación 
del recurso de apelación, a través de los informes, 
traería como consecuencia el abandono del referido 
recurso y quedaría firme el fallo apelado, de esto se 
debe señalar, la necesidad de una reforma que lleve 
de la mano al proceso civil venezolano con el texto 
constitucional, ya que la carta magna de vanguardia 
jurídica, debe ser aplicada en forma coetánea con una 
legislación que permita cristalizar sus principios y 
garantías, si bien es cierto, está en discusión un pro-
yecto de reforma al Código de Procedimiento Civil, 
no es menos cierto, que en nuestro país la legislación 
en múltiples oportunidades encuentra bemoles para 
su promulgación, por lo que en este momento corres-
ponderá a los administradores de justicia subsanar 
este supuesto. 
Siendo el objeto de análisis parte del procedi-
miento civil ordinario, que constituye en sí un proce-
so, es necesario determinar la contextualización teó-
rica del mismo para poder inferir su naturaleza jurídi-
ca, que si bien es cierto, son innumerables las teorías 
asumidas en el devenir del desarrollo del derecho, 
fueron tres las utilizadas como bases teóricas del tra-
bajo de investigación, a saber, la que concibe al pro-
ceso como una relación jurídica, como una institu-
ción jurídica y la que fundamenta el estudio realizado 
el garantismo procesal. 
Considerando los soportes teóricos, se tiene que 
en el siglo XIX los procesalistas preocupados para 
definir la naturaleza jurídica del proceso y extraerla 
de la teoría contractualista y privatista, se plantean el 
proceso como relación jurídica, teniendo como autor 
a Bulow (1868) en su obra Die Lehre von den Pro-
zesse in redenund die Prozess voraus setzungen (La 
teoría de las excepciones procesales y de los presu-
puestos procesales), citado por Rueda (2012), enten-
diéndose que con el sólo emplazamiento nace el pro-
ceso como relación jurídica. Gracias al estudio y exa-
men de los textos romanos, Von Bulow llega a la 
conclusión que el proceso constituye una relación 
jurídica,  doctrina que aporta bastante a la autonomía 
y desarrollo del Derecho Procesal. 
En ese mismo orden de ideas, permitiendo anali-
zar y explicar los actos y acontecimientos que se dan 
dentro del proceso, así como sus efectos jurídicos, las 
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condiciones o presupuestos para que exista el 
proceso, el desarrollo de esta relación jurídica dentro 
del proceso y las consecuencias de la misma, los 
modos regulares e irregulares de terminar un 
proceso, la concepción de instituciones jurídicas de 
carácter procesal diferentes a las del derecho 
material, como es la cosa juzgada; se concibe al 
proceso como relación jurídica material al ser 
discutida en el proceso, en donde se ha de producir el 
resultado perseguido por la petición de justicia al 
Estado .   
Von Bulow (1868), descubre la existencia de 
dos planos diferentes de relaciones jurídicas, una 
relación jurídica de derecho material que viene a ser 
lo que se discute dentro del proceso, y otra relación 
jurídica de derecho procesal que viene a ser el 
continente, esto es, donde se discute la relación 
material. El autor, distingue la relación jurídica 
procesal, los sujetos que intervienen en ella, el Juez 
que representa al Estado y tiene la obligación de 
emitir la sentencia; el demandante y el demandado 
que tienen que comparecer al proceso, ejercer sus 
facultades y vinculadas a lo que resuelva el Juez; el 
objeto del proceso viene a ser la justicia o la 
prestación jurisdiccional; este debe cumplir con los 
presupuestos procesales exigibles para su validez.                                                    
Dentro de esta doctrina del proceso como 
relación jurídica, se plantearon variantes de las 
relaciones de los sujetos, en algunos casos colocando 
a las partes en contraposición una de otra, 
relacionadas solo con el Juez, en otro caso ambas 
comunicadas directamente teniendo por encima al 
Juez y finalmente aquella que interrelaciona a todos 
los sujetos entre sí.   Con respecto a la teoría de Von 
Bulow, la mayoría de los procesalistas reconocen su 
gran aporte al desarrollo del Derecho Procesal como 
una disciplina autónoma, así como su distinción con 
el Derecho sustantivo, con instituciones propias 
como el derecho de acción, relaciones de derecho 
procesal y material, capacidad procesal, facultades y 
deberes de las partes y del Juez, las que han sido 
objeto de desarrollo por las doctrinas modernas.  
La teoría de la relación jurídica constituyó un 
gran avance para el Derecho Procesal, permitió 
ahondar en sus particularidades y estudio; a pesar de 
las críticas y desarrollo de nuevas teorías, aún en la 
actualidad hay autores que siguen sostienen la tesis 
de la relación jurídica, en la existencia de vínculos 
entre las partes y de éstas con el Juez, destacando 
que dentro del proceso relación jurídica nacen  
cargas, derechos y obligaciones para las partes en 
litigio y para el Juez que dirige el proceso y resuelve 
la controversia.  Esta teoría fue acogida por 
Chiovenda, Kohler y Helwig citados por Rueda 
(2012), como una relación jurídica compleja, 
señalando que hay vínculos recíprocos que se dan 
entre las partes con independencia, una de la otra, 
pues se considera que entre ellas no existen 
relaciones. 
El aporte de esta teoría en la investigación 
sustentada, se concretiza en el análisis comparado, 
requerido en los estudios jurídicos dogmáticos, a los 
fines de tener un contexto global de todas las 
acepciones en que doctrinariamente es entendido el 
proceso, no solo en nuestro sistema de 
administración de justicia, sino más aun en el 
derecho comparado en todas las latitudes de nuestro 
planeta, ya que si bien la legislación dependerá del 
contexto concreto de la sociedad en la que se 
aplique, las instituciones procesales se 
conceptualizan de la misma forma en casi todas las 
sociedades. 
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En este mismo orden de ideas, Guaspcitado 
citado por Rueda (2012), es el autor de la concepción 
sociológica del proceso, desarrolla la tesis del 
proceso como institución jurídica, entendiendo por 
institución a la combinación de una complejidad de 
actos orientados a un fin y relacionados entre sí por 
el vínculo de una idea común objetiva que a su vez 
une las voluntades de los sujetos procesales.  Su 
teoría se sustenta en dos elementos principales que 
construyen el proceso como un tejido o una trama, la 
idea objetiva y el conjunto de las voluntades 
adheridas a dicha idea para conseguir su realización, 
que en su actuar producen una variedad de vínculos 
de carácter objetivo.    
De igual manera se  presenta como una nueva 
concepción sociológica del proceso con la 
perspectiva de mejorar la doctrina de Carnelutti 
citado por Rueda (2012) del proceso  realidad 
jurídica, sin embargo tuvo poca acogida y muchas 
objeciones, padeciendo al  igual o más que sus 
predecesores, de duras críticas, así Goldschmidt 
(Rueda, 2012) le cuestiona el no haber diferenciado 
el enfoque estático del proceso -relación jurídica- del 
enfoque dinámico -teoría de la situación jurídica- 
induciéndole a preferir la función prescindiendo de 
la estructura del proceso. Esta teoría aporta a la 
investigación el análisis comparado, necesario en los 
estudios jurídicos dogmáticos, ello con el objeto, así 
como la teoría precedente  de elaborar un contexto 
global de todas las acepciones en que 
doctrinariamente es entendido el proceso. 
Así mismo, a mediados del siglo XX nace una 
nueva concepción del proceso superando la clásica 
idea de mero instrumento para resolver conflictos, 
encontrando su sentido en las garantías procesales 
para la defensa de los derechos fundamentales del 
hombre; diversos juristas (Goldschmidt, Liebman, 
Bettiol) citado por Rueda (2012) sostenían la 
vinculación del proceso con la Constitución en la que 
se halla el fundamento racional, político y jurídico 
del proceso; aunado a ello nace una nueva corriente 
de humanización del proceso que deja el ritualismo y 
formas severas para ponerse al servicio del hombre 
con respeto de sus derechos fundamentales; estas 
nuevas concepciones permiten  que a  principios del 
siglo XXI surja una nueva teoría sobre la naturaleza 
jurídica del proceso, la teoría del garantismo 
procesal.    
No obstante, resulta pertinente anotar que los 
antecedentes de esta teoría datan del año 1789 con la 
Revolución Francesa de la edad moderna, que aporta 
el nuevo concepto de derecho y del proceso, este 
último como un método que asegura la igualdad de 
los litigantes, protege el derecho de defensa y como 
parte del mismo el derecho a alegar hechos y a 
probar,  asegura la presencia de un juez imparcial 
humano. Según Dalabrida (2011) la teoría del 
garantismo procesal 
Ha tenido acogida en algunos países de 
Europa, como España e Italia, cuenta con 
procesalistas destacados en sus filas, como 
Adolfo Alvarado Belloso, Antonio María 
Lorca Navarrete, por citar algunos; esta 
teoría se desarrolla en el marco del 
neoconstitucionalismo, más principios 
menos reglas, mayor importancia en el rol 
del Juez como garante de los derechos 
fundamentales en proceso. (p. 80) 
 
El presente trabajo de investigación nace como 
una expresión de la teoría garantista, en donde el 
garantismo constitucional es la base que sustenta la 
naturaleza jurídica del proceso, y más aún, de un 
correcto y transparente sistema de administración de 
justicia, no se podría concebir un estado social de 
derecho y de justicia, que obvie los principios y 
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garantías constitucionales de todos aquellos que 
constituimos la sociedad. Al respecto, señala Casal 
(2014), específicamente en cuanto a la actividad de 
quienes imparten justicia, lo siguiente:  
La actividad de los tribunales o salas consti-
tucionales repercute indudablemente sobre 
el legislador, pues entre las atribuciones 
fundamentales que ostentan se encuentra la 
de ejercer el control de constitucionalidad 
de las Leyes. Este se vincula con la propia 
razón de ser histórica de estos órganos juris-
diccionales, llamados principalmente a ase-
gurar la supremacía de la Constitución fren-
te a la legislación en sistemas en los que no 
se quería asignar esta tarea a los jueces ordi-
narios o al poder judicial. En sistemas mix-
tos o difusos se desarrolla igualmente tal 
control, por una multiplicidad de instancias 
y por lo tanto con mayores posibilidades de 
afectar judicialmente la aplicabilidad de la 
legislación, aunque estas no siempre se co-
rresponden con la utilización efectiva de las 
respectivas facultades, como ya se dijo. En 
el proceso de constitucionalización  la justi-
cia constitucional impacta sobre la legisla-
ción por medios diversos. Puede hacerlo al 
declarar la inconstitucionalidad y nulidad de 
disposiciones legales, o al emitir pronuncia-
mientos intermedios o atípicos que oscilan 
entre las sentencias interpretativas o las de 
mera inconstitucionalidad,  y las sentencias 
aditivas o las sustitutivas. (p. 247) 
 
Metodología 
Tipo de Investigación 
La revisión de la literatura consiste en detectar, 
obtener y consultar la bibliografía y otros materiales 
de utilidad para los propósitos de la investigación; es 
decir, para extraer y recopilar información relevante 
y necesaria para la investigación, debe ser selectiva. 
El tipo de  investigación es la documental, se define 
como la que se realiza, como su nombre lo indica, 
apoyándose en fuentes de carácter documental, esto 
es, en documentos de cualquier especie tales como, 
las obtenidas a través de fuentes bibliográficas. Finol 
y Navas, (2010), afirman:  
la investigación documental es un proceso 
sistemático de búsqueda, selección, lectura, 
registro, organización, descripción, análisis 
e interpretación de los datos extraídos de 
fuentes documentales existentes en torno a 
un problema, con el fin de encontrar res-
puestas a interrogantes planteadas en cual-
quier área del conocimiento humano. (p. 85) 
Diseño de la Investigación 
La metodología que se aplicó en la presente in-
vestigación está enmarcada en la modalidad Jurídico 
Dogmática de tipo descriptivo. Pues desde el punto 
de vista conceptual, la investigación es de tipo docu-
mental, definida como el conjunto de análisis siste-
mático, capaz de abordar una investigación en el 
campo del Derecho, requiere tomar en cuenta las di-
ferentes circunstancias de la mencionada ciencia, 
representada por un aspecto normativo, de tal forma 
que el problema jurídico se fundamentó en las fuen-
tes formales, por tanto, se utilizó basamentos legales 
vigentes referidos al objeto de estudio. Gonzaga 
(2011) señala: 
la dogmática jurídica puede ser definida con 
sencillez y amplitud a través de la interco-
nexión de los dos términos de su nomencla-
tura como son los factores dogmáticos y los 
jurídicos y cómo influyen esos factores en 
el derecho que incidencia tiene a su vez en 
la sociedad. (p. 36) 
Instrumentos y Técnicas de Recolección de Datos   
El proceso ordenado y lógico de pasos que se 
realizó en la presente investigación, de tipo docu-
mental, fue:  
1. Se eligió un tema de investigación que como 
requisito previo contó con suficiente informa-
ción documental para su investigación. 
2. Se reconoció, identificó y acopió de manera pre-
liminar fuentes documentales, con el propósito 
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3. Se elaboró un plan de investigación ejercitando 
el pensamiento para poner en orden los concep-
tos, organizando jerárquicamente los subtemas 
en un índice de contenido, discriminando lo 
principal de lo secundario, precisando activida-
des, medios y recursos para el desarrollo de la 
investigación documental sobre el tema que ya 
fue seleccionado.  
4. Se recuperó información de acuerdo con la es-
tructura de contenido, para lo cual previamente 
se localizaron unidades documentales 
(bibliotecas, centros de documentación, centros 
de referencia, bases de datos, entre otros) e iden-
tificaron fuentes primarias y secundarias. Apren-
diendo a evaluar y seleccionar fuentes apropián-
dose de técnicas para realizar la crítica externa e 
interna de la fuente, registrando ordenadamente 
los datos de la fuente, así como el contenido más 
pertinente a los fines de la tarea realizada. 
Aprendiendo también a construir palabras claves 
o descriptores y a colocar epígrafes (rótulos o 
encabezados) a cada ficha de investigación, lo 
que sirvió posteriormente para realizar la organi-
zación de la información.  
5. Se organizó e interpretó la información compila-
da, para la cual se aplicó la técnica de indización 
del contenido y de las fuentes, atendiendo a cri-
terios temáticos y alfabéticos. Aplicando la téc-
nica de la clasificación de información donde se 
reconocen que el proceso implica una serie de 
clasificaciones parciales hasta llegar al perfil del 
esquema de redacción. El procedimiento permi-
tió aprender a interpretar los conceptos de las 
disciplinas científicas y a formular los suyos. 
Estructurando y redactando el informe de inves-
tigación.    
Fases de la Investigación 
Una vez conceptualizada la metodología es  pre-
ciso ordenar los pasos o procedimientos seguidos, 
que se cumplieron en cuatro fases: (a) Primera fase, 
se procedió a la búsqueda y obtención de informa-
ción a través de fuentes documentales; jurispruden-
cias, basamento legal y demás textos de consulta re-
lacionados con el tema escogido, que contribuyo di-
rectamente con el desarrollo de la investigación; (b) 
segunda fase, se procedió a la selección de la infor-
mación y se agrupó  primero la bibliografía y docu-
mentos primarios que fueron el apoyo primordial del 
tema y segundo los materiales de referencia secunda-
rios que constituyeron un aporte suplementario para 
el estudio, creando así, un archivo general donde se 
organizó la información almacenada, se utilizó la 
técnica de fichaje, permitiendo clasificar las referen-
cias de los distintos autores para elaborar, el resumen 
de las citas textuales que se utilizaran como sustento 
de análisis; (c) tercera fase, se organizó y analizó to-
do el material recopilado para alcanzar los fines pro-
puestos, que contienen la información esencial y 
aplicada dentro del proceso de investigación, así co-
mo en la organización del trabajo escrito; (d)  cuarta 
fase, se redactó el trabajo final.  
Aportes 
El trabajo de investigación que nos ocupa efec-
túa un gran aporte para el avance en el estudio del 
garantismo procesal y de la concepción de la natura-
leza jurídica del proceso, siendo que nuestra carta 
magna, norma política y programática, propugna la 
concepción del estado social de derecho y de justicia, 
debemos más aun ver con importancia y preponde-
rancia los avances en un total y absoluto respeto de 
las normas y principios fundamentales, sobre las for-
mas legislativas desadaptadas a nuestra realidad so-
cial.  
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Asimismo, es conveniente precisar que en nues-
tro sistema de administración de justicia, el control 
de la constitucionalidad se puede ejercer en forma 
concentrada, ejercido por la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia, así establecido en la 
CRBV, y el control difuso el ejercido por cualquier 
juez que cumpla con actividades jurisdiccionales, de 
conformidad con lo pautado en el Artículo 20 del 
Código de Procedimiento Civil, controles que buscan 
preservar la integridad del sistema establecido en la 
carta magna, es así como las sentencias referidas en 
el trabajo desarrollado determinan que en aras de res-
petar en forma plena el principio dispositivo impe-
rante en este procedimiento (civil ordinario), así co-
mo lo contemplado expresamente en el Artículo 12 
del CPC, confirman los fallos recurridos, en tanto, no 
fue fundamentado el recurso, por lo que no fueron 
delatadas denuncias, que permitieran ejercer el dere-
cho a la defensa de la contraparte. 
Por último, otro aporte es la solicitud de revisión 
al anteproyecto de reforma del CPC a los fines de 
que sea corregida la subversión procesal que afecta 
al orden jurídico, como ya se ha señalado, en aras de 
garantizar los derechos a la defensa y al debido pro-
ceso de ambas partes, reforma aun en discusión en el 
Parlamento Nacional, cuyas mesas de trabajo aún se 
encuentran en la elaboración del proyecto definitivo, 
a ser discutido nuevamente por el poder legislativo 
de nuestro País, conveniente es indicar que en el an-
teproyecto inicial tampoco estaba prevista la correc-
ción de esta anomalía procesal.  
Conclusiones 
Se logró ciertamente, establecer que existe una 
dicotomía entre nuestra carta magna y las normas 
correspondientes al procedimiento ordinario del re-
curso de apelación en materia civil, pero corresponde 
al jurisdicente solucionar tal situación haciendo pre-
valecer el texto constitucional, en aras de respetar la 
integridad del sistema jurídico y a su vez de garanti-
zar la sana administración de justicia, a la que tantas 
veces nos hemos referido.  
A lo largo de la investigación se refirió el orde-
namiento jurídico que rige en materia del recurso de 
apelación en el proceso civil ordinario, y a su vez, se 
analizaron las dos decisiones en este orden de ideas, 
la primera sentencia del Juzgado Superior en lo Ci-
vil, Mercantil, del Tránsito, de Protección del Niño, 
Niña y Adolescente y Bancario de la Circunscripción 
Judicial del Estado Sucre, de fecha 06 de Junio del 
año 2.011, Exp.- N° 2011-4837 y la segunda dictada 
por un Tribunal de igual categoría  de la Circunscrip-
ción Judicial del Estado Apure, de fecha 07 de Mar-
zo del año 2.014, Exp.- N° 2013-3515.Cabe destacar, 
que ambos jueces coinciden en determinar que en 
aras de respetar en forma plena el principio dispositi-
vo imperante en este procedimiento, así como lo 
contemplado expresamente en el Artículo 12 del 
CPC, confirman los fallos recurridos, en tanto, no 
fueron delatadas denuncias. 
En este mismo orden de ideas, se estableció que 
la fundamentación del recurso de apelación en el 
proceso civil ordinario se plasma en los escritos de 
informes, fundamentación indispensable para el res-
peto del derecho a la defensa de la parte, a quien fa-
vorece el fallo objeto de impugnación. Aplicada la 
corrección procesal de la forma en que fue efectuada, 
por los fallos antes señalados, se está reivindicando 
el sistema garantista de administración de justicia, 
por lo que no solo, se ratifican las normas de derecho 
constitucional sino que más aun, se respetan los de-
rechos y garantías de ambas partes. 
Indefectiblemente, debemos concluir con seña-
lar, la necesidad de una reforma que lleve de la mano 
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al proceso civil venezolano con el texto constitucio-
nal, ya que nuestra carta magna de vanguardia jurídi-
ca, debe ser aplicada en forma coetánea con una le-
gislación que permita cristalizar sus principios y ga-
rantías, si bien es cierto, está en discusión un proyec-
to de reforma al CPC, no es menos cierto, que en 
nuestro país la legislación en múltiples oportunida-
des encuentra dilaciones para su promulgación,  au-
nado a que como se refirió en el anteproyecto de re-
forma, inicial, tampoco es corregida esta subversión 
procesal, por lo que en este momento corresponderá  
a los administradores de justicia subsanar este su-
puesto, como los ejemplos antes señalados.   
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